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REPÚBLICA MICROFINANZAS S.A. 


Se faculta al Banco de la República Oriental del Uruguay a concederle 
préstamos o avales 


SUSPENSIÓN DEL PAGO DE CUOTAS DE SALUD EN CASO 
DE INCUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES A CARGO 
DE LOS PRESTADORES 


Se sustituye el literal E) del artículo 28 de la Ley N” 18.211 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 10 de octubre de 2012 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Jorge Gandini. 


MIEMBROS: Señores Representantes Gustavo Bernini, Oscar Groba, Gonzalo Mujica, Ruben Núñez, 
Susana Pereyra, Pablo Pérez González, Alejandro Sánchez, Philippe Sauval y Estacio 
Sena. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Pablo D. Abdala y Alfredo Asti. 


SEÑOR PRESIDENTE (Gandini).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Queremos comunicar que el señor Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, quien debía compadecer en el 
día de hoy a fin de referirse al proyecto de ley relativo al fideicomiso del sector lechero, no pudo concurrir. 
Tiene interés particular de asistir y es su voluntad, en principio, de concurrir el próximo miércoles 17. La 
Comisión deberá resolver si para entonces mantenemos ese punto en el orden del día. 


A su vez queremos dar cuenta -se considerará oportunamente- de que en el día de hoy ingresó un proyecto de 
ley firmado por los señores Representantes Lacalle Pou y Rodríguez Servetto, relativo a la inclusión de la 
Fundación Hemovida entre las entidades beneficiarias de donaciones especiales por parte de empresas 
contribuyentes del Impuesto a las Rentas de Actividades Económicas. Si no me equivoco, se trata de una 
Fundación que se incluye dentro de lo previsto en el artículo 79 del Texto Ordenado Tributario. 


En el orden del día tenemos dos proyectos de ley. Uno de ellos es el relativo a "República Microfinanzas 
SA", que ya lo hemos considerado y resta votarlo, y el otro -a solicitud de algunos señores legisladores del 
Frente Amplio se incluyó en el orden del día- tiene que ver con "Suspensión del pago de cuotas de salud en 
caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo de los prestadores". 


SEÑOR ASTTI.- Quiero informar que para el día jueves, a la hora 10, está convocada la Comisión de 
Presupuestos, integrada con la de Hacienda. Ha sido enviado al despecho de todos los integrantes de 
ambas Comisiones el comparativo entre el proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados y el 
aprobado en el Senado. 


Por lo tanto, en el día de mañana 10 nos estaremos reuniendo para aprobar el proyecto de ley remitido por el 
Senado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el primer punto del orden del día: "República 
Microfinanzas S.A.". 


Antes de ingresar a su análisis, al tema me gustaría saber cuál es la idea respecto a su tratamiento en la 
Cámara, es decir, si existe interés de presentarlo en el día de hoy o la semana que viene. Si ingresa hoy, lo 
haría sin informe, si ingresara la semana que viene, tendría miembro informante. 


Antes de votar este proyecto de ley sugiero que se tenga en cuenta lo que acabo de decir. 


SEÑOR SAUVAL.- El señor Diputado Posada participó activamente en esta iniciativa. Él estaría 
reintegrándose el día lunes, por lo que solicito que lo esperemos para tomar una resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- También tenemos a consideración el texto alternativo del señor Diputado 
Posada. 


SEÑOR NÚÑEZ.- Quería aclarar que es probable que el señor Diputado Sander se reintegre la semana 
que viene. Este es un tema que a él le interesa mucho, por lo que solicito, de ser posible, su 
aplazamiento. De lo contrario, lo acompañaremos. 


SEÑOR BERNINI.- Cuando solicité el uso de la palabra quería recordar que tenemos un texto 
alternativo aportado por el señor Diputado Posada, que nosotros compartimos en su totalidad, y que 
sugerimos que se apruebe. 


Teniendo en cuenta la solicitud de los colegas, que sería bueno que este proyecto se presente en la Cámara 
con informe escrito, y que no se trata de una situación urgente que hay que sacar sí o sí en el día de hoy, lo 
más recomendable es que lo aprobemos en la Comisión, se elabore el informe y se considere en primera 
sesión de la Cámara de la semana que viene. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El texto sustitutivo que presentó el señor Diputado Posada es exactamente el 
mismo que el del proyecto del Poder Ejecutivo pero con otra redacción, que aparentemente surgió 
luego de la comparecencia del Banco de la República. 


En discusión el proyecto de ley remitido por el Poder Ejecutivo. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar sí se pasa a la discusión particular. 
(Se vota) 

———Nueve en diez: AFIRMATIVA. 

En discusión particular. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el texto enviado por el Poder Ejecutivo. 


(Se vota) 


Cero por en diez: NEGATIVA. Unanimidad. 

En discusión el texto sustitutivo presentado por el señor Diputado Posada. 

(Se lee:) 

"El Banco de la República Oriental del Uruguay podrá conceder créditos o avales a República Microfinanzas 
S.A., en tanto sea propietario del 100% (cien por ciento) del capital social. A estos efectos, no será aplicable 
la prohibición dispuesta en el numeral 4) del artículo 22 de la Ley_N* 18.716, de 24 de diciembre de 2010". 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 


Nueve en diez: AFIRMATIVA. 
Queda aprobado el proyecto. 


Dejo constancia de mi voto contrario, no por no compartir la intención del proyecto, sino porque creo que no 
hay que generar más antecedentes de los que ya existen en materia de decisiones en las que no se contempla 
la oposición de intereses. 


En estos días me he reafirmado que el Directorio del Banco de la República no puede estar de los dos lados 
del mostrador. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Propongo que el señor Diputado Bernini sea el miembro informante. 
(Apoyados) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: "Suspensión del 
pago de cuotas de salud en caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo de los prestadores". 


Este proyecto de ley fue presentado por los señores Diputados Mujica y Asti. 


SEÑOR ASTI.- Este proyecto de ley viene con iniciativa del Poder Ejecutivo. Se consideró dentro de un 
proyecto de ley de modificaciones tributarias y como había diferencias, se entendió conveniente 
solicitar su desglose porque no queríamos que estas demoraran el tratamiento de otros artículos ni 
tenía directa relación con otros artículos de esa iniciativa. 


De alguna manera se confirmó la voluntad del Gobierno a través de su bancada para que este tema se siguiera 
considerando especialmente. 


A fin de contar con los antecedentes del tratamiento de este artículo en particular en esta Comisión, solicito 
que se recurra a la versión taquigráfica de la sesión en que compareció el Presidente de la Junta Nacional de 
Salud, doctor Gallo, quien explicitó la necesidad de tener esta medida, fundamentando que se hacía en pos de 
la protección de los derechos de los usuarios 


Es allí donde encontraremos las razones por las cuales se entendió necesario facultar al Poder Ejecutivo y a 
los organismos que rigen el Sistema Nacional Integrado de Salud -en particular los prestadores de estos 
servicios- con esta solución, que tiende al cumplimiento estricto de sus obligaciones de acuerdo con los 
contratos firmados entre el Estado y los prestadores individuales. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La disposición actual está en el literal E) del artículo 28 de la Ley N* 18.211, que 
establece que compete a la Junta Nacional de Salud disponer la suspensión temporal o definitiva, total o 
parcial, del pago de cuotas salud en caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo de los prestadores, 
determinado por acto administrativo firme. 


El proyecto de ley que tenemos a consideración, luego del término "prestadores", agrega que las sanciones 
serán por incumplimientos menores, mayores o graves, lo que será reglamentado por el Poder Ejecutivo. 
Cuando la suspensión sea definitiva, o cuando se trate de suspensión temporal relativa a sanción por 
incumplimiento mayor o grave, las mismas se determinarán por acto administrativo firme. 


Es decir que no toda sanción se aplicará con acto administrativo firme, sino que las que requerirán el acto 
administrativo firme serán las sanciones por incumplimiento mayor o grave. No las menores. Quedará a 
cargo del Poder Ejecutivo reglamentar cuáles son unas y otras. 


Esas parecen ser las diferencias que surgen de ambos textos. No puedo ir más allá en mi interpretación. 
Recuerdo que en su momento fue discutido lo relativo al acto administrativo firme. No tengo la referencia de 
cómo venía en aquel proyecto de ley, que luego desglosamos. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Recuerdo el debate que se dio en su momento, que giraba en torno al acto 
administrativo firme. 


La idea básica consiste en determinar en qué circunstancias se puede suspender el pago. La argumentación 
que daba la JUNASA era la necesidad de que para algunas sanciones de carácter menor se pueda tener la 
posibilidad de sancionar a efectos de que se corrija la actitud por parte del prestador de servicio, sin que se 
configure acto firme que implicaría todo el proceso administrativo correspondiente, con lo cual haría inviable 
la aplicación de conductas correctivas en el corto plazo. Por eso proponía que para las sanciones leves no se 
tomara en cuenta el acto administrativo firme para suspender el pago. 


Por supuesto que esto no quiere decir que se suspenda el proceso administrativo. Quien reciba una sanción, 
en este caso leve, podrá recurrir el acto administrativo y, en caso de ser favorable y entenderse que la acción 
de la administración no fue conforme a derecho, se le devolverían los recursos que en su momento se le 
suspendieron. 


La idea básica de la JUNASA era la necesidad de tener esta aplicación más inmediata de la suspensión, a 
efectos de que sirva como correctivo a corto plazo para modificar aspectos de gestión necesarios para mejorar 
la salud de la población. 


SEÑOR ABDALA.- Recuerdo los términos del debate y que nosotros formamos parte de él. Si bien uno 
de los aspectos estaba referido a lo que acaba de señalar el señor Diputado Sánchez, también es verdad 
que de nuestra parte había objeciones adicionales. Una de ellas estaba relacionada con el quantum de 
la sanción, a partir del concepto de suspensión temporal o definitiva y, otra tenía que ver con la 
indeterminación de las faltas, en la medida en que aquí se establece el concepto de faltas menores, 
mayores 0 graves, pero no se define qué se entiende por cada una de ellas. 


Nosotros señalábamos que en el conjunto de la disposición advertíamos una peligrosa indefinición y un 
exceso de discrecionalidad de la Administración a la hora de calificar las faltas y aplicar las sanciones. 


Para nosotros -de lo que recuerdo de aquel debate- era un tema un poco más complejo. Lo del acto 
administrativo firme lo explicó la JUNASA cuando compareció, en los términos que acaba de señalar el 
señor Diputado Sánchez, y se refirió a poder hacer efectiva la sanción, a la eficacia de las sanciones por todo 
el procedimiento recursivo y a la eventual suspensión de los actos administrativos a partir de la interposición 
de los recursos. Es un tema algo más complejo. Recuerdo que en aquel momento no nos quedaba claro si esto 
había sido acordado con los prestadores de salud. La información que habíamos recogido era que no. 


Yo no voto en esta Comisión, pero sí en el plenario. Creo que sería bueno darnos más tiempo a efectos de 
definir una posición. 


SEÑOR SAUVAL.- No soy abogado y sé que hay legisladores que ya participaron de esta discusión, 
pero hay algo que no me queda claro. Si uno desglosa las faltas leves o menores para que la penalidad 
tenga efectos inmediatos, advierte que la institución en cuestión igual puede llevar a cabo todas las 
acciones posteriores, como el derecho a recurrir o el derecho a la defensa. Aunque la falta sea leve, 


igual lo tiene. Si es así, no entiendo dónde está el tiempo que se ganaría entre acto administrativo firme 
o no firme. 


La otra alternativa sería que si hay una sanción por una falta catalogada como menor, se efectuará el pago y 
después se tendrá el derecho a recurrir. No sé cómo está pensado esto legalmente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La exposición de motivos recoge una intervención de la JUNASA. Dice que la 
expresión "acto administrativo firme'" no es común en derecho administrativo. Además, establece la 
diferencia entre un acto administrativo definitivo y un acto administrativo firme. Expresa que el acto 
administrativo definitivo es la última opinión de la Administración, pero el acto administrativo firme 
es el que ya fue dilucidado en el ámbito del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que solo 
considera actos administrativos definitivos. 


El hecho de establecer que las sanciones serán impuestas luego de un acto administrativo firme, quiere decir 
que ya pudo haber sido recurrido en la vía administrativa, que esta confirmó y dictaminó un acto 
administrativo definitivo, pero que luego se pudo recurrir esa decisión por la vía de la Justicia del Tribunal, y 
allí hay un acto administrativo firme. 


Este fue un tema discutido en el ámbito de negociación. Según expresa la última parte de esta exposición de 
motivos, se acordó que de acuerdo con el artículo 13 del proyecto presentado las sanciones calificadas de 
graves y mayores precisan de acto administrativo firme, es decir, aquellas que ya pasaron por la decisión del 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. En cambio, las leves que son aquellas menores, pueden 
determinarse por acto administrativo común, siempre respetando el debido procedimiento y el derecho de 
defensa del interesado. 


Acá se recoge un acuerdo establecido, que fue parte de la discusión que habíamos tenido y de las 
observaciones que habían hecho los prestadores. Se debe tener certezas de recorrer toda la vía administrativa 
y judicial que corresponde antes de tomar una sanción de carácter grave para la economía de las instituciones 


Creo que esto es lo que quiere recoger el proyecto, aunque deja librado a la reglamentación establecer cuándo 
corresponden unas y cuándo otras. 


SEÑOR MUJICA.- La situación inicial era que todas las sanciones de la JUNASA tenían que recorrer 
este procedimiento y debían ser declaradas firmes por el TCA para poder efectuarse realmente la 
sanción. 


La JUNASA intentó revertir esto, sacándolas de ese procedimiento, pero en ese caso los prestadores se 
sintieron que perdían capacidad de defensa frente a sanciones que podían ser muy importantes. La fórmula 
transaccional que propone el proyecto es dividir las sanciones de tal modo que las más graves deben pasar 
por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, a los efectos de ser firmes para que puedan ser aplicadas y 
las sanciones más leves tengan un trámite más corto. El problema central era la eficacia. Inclusive, la 
JUNASA informaba que hubo sanciones que nunca fueron recurridas porque eran aceptadas por los 
prestadores. En los hechos, si todos deben ser actos firmes administrativos se genera una distorsión en la 
capacidad de contralor de la JUNASA. 


Por otro lado, si ninguna tiene que pasar por el Tribunal de lo Contencioso Administrativo para efectivizarse 
y se pierden garantías por parte los prestadores, la fórmula que se encontró fue dividir las sanciones: las 
menos graves se pueden aplicar sin pasar por el TCA y las más graves tienen que recorren el camino 
administrativo anterior. 


Esa era la intención del proyecto y por eso creaba esta diferenciación respecto al artículo original de la ley, 
que no establecía diferencias entre los dos tipos de sanción. 


SEÑOR ABDALA.- Los antecedentes son los que acaba de mencionar el señor Diputado Mujica. El 
origen de esta discusión es efectivamente ese. Recuerdo que la JUNASA me convenció de la necesidad 
de reformular el artículo 28 tal como estaba establecido porque parecía imposible que, frente a 


cualquier falta o sanción equivalente esta se hiciera efectiva. Si había que esperar un juicio en el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo, sin ninguna duda eso era así. 


Me quedan enormes dudas en cuanto a que la mejor alternativa sea esta, tanto desde el punto de visita de los 
administrados como desde el de la Administración. No me parece garantista para los administrados que el 
Poder Ejecutivo -este o el que sea- reglamente los contenidos o la calificación de las sanciones, según sean 
menores, mayores o graves, y tampoco me parece sano para la Administración, para el Gobierno a la hora de 
administrar el sistema de salud, que frente a sanciones mayores o graves haya que esperar un juicio en el 
Tribunal de lo Contencioso Administrativo. ¿Por qué? De pronto alcanzaría con agotar la vía administrativa o 
que el acto simplemente fuera administrativo dictado con todas las potestades que tiene la Administración a 
esos efectos, y después cualquier administrado lo recurra. Inclusive, este puede pedir la suspensión del acto, 
que tanto la Administración como el Tribunal de lo Contencioso Administrativo pueden otorgar o no. De 
manera que ahí no hay falta de garantías. Si la suspensión definitiva o una suspensión temporal es injusta, 
habrá una diferencia entre la Administración y el administrado, y ello lo dirimirá la Justicia. Es lo que sucede 
hoy cuando la Administración dicta un acto con relación a un funcionario público o a una licitación pública. 
No hay que esperar a que termine el juicio en el Tribunal de lo Contencioso Administrativo que puede llevar 
dos, tres o cinco años. 


No sé en qué medida esto no dificulta la propia marcha de la administración del sistema de salud. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Estamos recordando y reflexionando al mismo tiempo cuál fue el debate de la 
Comisión en cuanto a lo que decía el señor Diputado Abdala con respecto a todas las sanciones que la 
JUNASA podría dictaminar. 


Existe un decreto reglamentario que está vigente -no recuerdo su número y por eso decía que está bien esto 
de recordar y reflexionar- que establece la graduación de las sanciones. Como se sabe, la ley se aplica 
conforme a las redacciones anteriores. 


Una sanción gravísima en cualquier mutualista, en caso de que se tratara de la suspensión del pago de la 
cuota de salud, supondría su cierre en caso de que no existiera esta garantía de poder recorrer el proceso en la 
Justicia. Solo con un acto administrativo se podría disponer retirar el 80% los ingresos de una mutualista - 
siempre y cuando se tratara de un acto muy grave-, que en el sistema actual representa el pago a FONASA. 
Esto es lo que podría llegar a suspender la JUNASA. 


Por este motivo se entendió que para aplicarse y ejecutarse en el caso de una falta gravísima había que 
recorrer el camino de la Justicia y no solo agotar la vía administrativa. Sin embargo, con las otras faltas se 
entendió que después de agotarse la vía administrativa se debería cumplir el objetivo -en este caso del 
contralor de la JUNASA- de preservar los compromisos de gestión que ella tiene con las mutualistas. Es 
decir, hay un compromiso de gestión que garantiza determinados estándares y funcionamiento que, en caso 
de no cumplimiento, la JUNASA tiene la obligación de sancionar, buscando un cambio de actitud a fin de 
que el acuerdo entre ambos se cumpla. 


Básicamente esto es parte de lo que explicaba la JUNASA en cuanto al acuerdo alcanzado con las mutualistas 
sobre las sanciones gravísimas. 


SEÑOR ABDALA.- Está claro lo que dice el señor Diputado Sánchez, pero es una de las situaciones 
que están previstas en el artículo proyectado, que sería la situación extrema. Sin duda en ese caso se 
justificaría más. que no quedara al arbitrio del Poder Ejecutivo y que, en última instancia, fuera la 
Justicia la que resolviera esa situación. Está claro que es una transferencia de la potestad 
administrativa y decisoria de un Poder a otro. Que quede claro que es una decisión política pero que 
implica eso. 


Esa es una situación extrema. Aquí también está previsto que una sanción de suspensión temporal para una 
falta que no es grave -lo establece claramente el último inciso- también dé lugar al mismo procedimiento y a 
la misma transferencia de la potestad administrativa del Poder Ejecutivo al Poder Judicial. 


Allí es donde me parece que en un buen sentido hay una superposición o sustitución de roles que no sé en 
qué medida es conveniente. Hipotéticamente esto puede conducir a cierta forma de impunidad en la medida 
en que los administrados o, en este caso los efectores de salud, saben que no es necesario que cometan algo 
muy grave para poder escudarse en un proceso judicial porque quien terminará resolviendo no es el que los 
controla sino un tercero: el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. No sé si este es el punto de equilibrio 
más adecuado. En este caso lo digo desde la perspectiva de quien administra la salud. Desde la perspectiva 
del administrador, creo que el inciso segundo es bastante peligroso. Trato de analizarlo con la mayor 
objetividad. No sé si realmente esta sea una solución equilibrada. 


SEÑOR ASTI.- Quiero retomar lo que decíamos al inicio y precisar algunos aspectos. Este tema estaba 
incluido en el proyecto relativo a las modificaciones del financiamiento del Seguro Nacional de Salud y 
se correspondió con una reunión en la que estuvieron presentes representantes del Banco de Previsión 
Social y los Ministerios de Salud Pública y de Economía y Finanzas, además del doctor Gallo por la 
Junta Nacional de Salud. 


Por lo menos ahora contamos con la versión taquigráfica de la sesión en la cual la Comisión aprobó el 
proyecto que pasó al plenario, que es donde se desglosó. Este fue el proceso por el cual se generó este 
proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar cuál fue la situación. En el proyecto de ley sobre el Seguro 
Nacional de Salud, vino un texto que es exactamente este. 


SEÑOR ASTI.- ¡Exacto! 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Parlamento no desglosó este artículo, votó otro. Votó en contra de este. Se 
dijo que se desglosó y como que quedó para después. ¡No! Votó en contra otro, que es el que hoy está 
modificándose, es el que leí al principio de la sesión de esta Comisión, el que no distingue entre 
sanciones graves, mayores O leves, y todas quedan aplicadas luego de determinado el acto 
administrativo firme. 


Hoy lo que está vigente es una redacción del literal E) del artículo 28 de la Ley N* 18.211, que crea el 
FONASA, que establece: "Disponer la observación así como las sanciones de suspensión temporal o 
definitiva, total o parcial, del pago de cuotas salud en caso de incumplimiento de las obligaciones a cargo de 
los prestadores [...] se determinarán por acto administrativo firme". 


Esta iniciativa propuesta por los señores Diputados Mujica y Asti pretende reponer la que envió el Poder 
Ejecutivo con casi idéntico texto, que el Parlamento votó en contra. 


Quiero restablecer ese debate porque finalmente el Parlamento lo laudó con este texto y ahora estaríamos 
volviéndolo a considerar en este mismo Período. Eso es lo que quiero rescatar para que se entienda porque 
los antecedentes que aquí tenemos parecen decir eso. 


SEÑOR ASTI.- La precisión del señor Presidente es correcta. El Parlamento votó en contra porque la 
bancada del Frente Amplio decidió votar en contra para separar la discusión y no demorarla. 
Recuerdo que era necesario aprobar ese proyecto de ley en determinado tiempo ya que comenzaría a 
funcionar ciertos mecanismos de financiamiento del Seguro nacional de salud y no había tiempo. 
Entonces, a los efectos de no demorar la discusión sobre un tema muy puntual, que no hacía al fondo 
del financiamiento del seguro nacional de salud, la bancada del Frente Amplio propuso votar en 
contra, anunciando que iba a presentar el mismo texto y la misma fundamentación que había enviado 
el Poder Ejecutivo para una consideración posterior. 


Además, la fecha de la presentación del proyecto de ley es la misma en que se votó en contra el texto en la 
Cámara. Simplemente se hizo así para facilitar la discusión y continuar debatiendo con los demás asuntos que 
sí hacían al financiamiento del seguro nacional de salud. 


También quiero aclarar que este tema está regulado -ello fue expresado en esta Comisión- por los contratos 
que se firman entre la JUNASA y los prestadores de servicio. Quiere decir que no queda al arbitrio absoluto 


del Poder Ejecutivo. 


¿Qué son sanciones leves, medias o graves? También están reguladas en decretos que establecen los formatos 
de los contratos que son firmados por los prestadores de servicio de salud con la Junta Nacional de Salud. 


Hemos reiterado varias veces que con ello se pretende dar una herramienta -que en su momento fue acordada 
con los prestadores de salud- que, inclusive, tiene un carácter no solo sancionatorio sino también disuasivo 
que dispone que de apartarse levemente de lo establecido en los contratos, que afecta directamente los 
derechos de los usuarios, los prestadores de salud podrán ser tolerados porque la sanción, si es recurrida, se 
aplicará mucho tiempo después. 


En la propia fundamentación que hacía la asesora legal de la JUNASA, se hablaba sobre el acto firme, que es 
poco utilizado como término en nuestra legislación para determinar el fin de las sanciones. 


El acto firme se confirma cuando se impone una sanción, se comunica al prestador del servicio de salud, y 
este no recurre. Entonces se configura un acto firme y, por lo tanto no continúa el proceso. 


Si fuera recurrido, sigue todo el camino, que puede terminar años después en el Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. También es un acto firme después de la resolución del TCA. Puede haber acto firme sin 
resolución del TCA si no es recurrido. 


Por lo tanto, parecería que esa no era la mejor expresión para utilizar en la denominación de las sanciones 
leves o incumplimientos menores. Por ese motivo, se dio todo este debate en la Comisión y luego en la 
Cámara. Reitero que en su momento fue una decisión de la bancada del Frente Amplio retirar el proyecto, 
anunciando que lo presentaría por separado para poder continuar con su discusión, algo que hoy estamos 
haciendo 


Esta Comisión decidirá si alcanza con esta discusión, si invitamos nuevamente a las autoridades del 
Ministerio de Salud Pública, de la Junta Nacional de Salud y a los prestadores de salud. 


Tanto en aquel entonces como ahora, quienes firmamos el proyecto, en acuerdo con la bancada del Frente 
Amplio, pretendíamos que se otorgue esta facultad al Poder Ejecutivo a los efectos de poder intervenir. 


SEÑOR SÁNCHEZ.- Lo que dice el señor Diputado Asti fue el producto de un acuerdo multipartidario 
en el que otras bancadas solicitaban que el Frente Amplio retirara este punto. 


La moción que se pretendió que se votara en la Cámara incluía el desglose de este literal y la Mesa nos 
informó e ilustró sobre los aspectos reglamentarios diciendo que en la discusión en el plenario no se podía 
desglosar un artículo hacia la Comisión. Por esa razón, el procedimiento reglamentario que podíamos adoptar 
en ese momento era no acompañar el artículo, y al mismo tiempo presentar un proyecto de ley con iniciativa 
de los dos señores Diputados que en ese entonces estaban ejerciendo la coordinación de bancada del Frente 
Amplio. 


Este fue el procedimiento que se siguió a fin de cumplir con el Reglamento y con la voluntad política de 
avanzar en estos temas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tendríamos que definir si este asunto lo consideramos ahora, lo postergamos 
para revisar mejor los antecedentes, la versión taquigráfica y demás, o si se prefiere hacer alguna 
invitación, y para esto último deberemos recurrir a las partes, es decir, a la Junta Nacional de Salud, a 
las autoridades del Ministerio de Salud Pública, y a los prestadores de la salud. 


SEÑOR ABDALA.- Creo que esas comparecencias, si no se hacen con el ánimo de dilatar, nos 
ilustrarían a todos y nos permitirían votar con mayor tranquilidad. Si bien la versión histórica de esta 
disposición es la que han trasmitido fidedignamente los señores Diputado Asti y Sánchez, también es 
verdad que el retiro o el no acompañar el artículo, más allá de lo reglamentario, obedeció a que era 
una disposición que generaba polémica, resistencia y dudas a nivel de todas las bancadas. Creo no 
cometer una infidencia por lo que estoy diciendo. 


Me parece que sería de buena salud -con el compromiso de resolverlo rápido- citar a estas dos partes, salir de 
dudas y tomar el pulso para luego resolver. 


SEÑOR MUJICA.- Creo que tenemos identificado el problema que trae la JUNASA para ejercer su función 
de control. El texto que se está proponiendo es el que envió la propia Junta en su momento. Si se quiere 
invitar delegaciones, estamos de acuerdo. De todas formas, sería bueno que si se cree que hay otro texto que 
puede mejorar el objetivo, lo traigan a efectos de que los invitados lo puedan evaluar previamente. 


El problema lo tenemos identificado: todo requiere garantías, hasta el extremo del acto firme y entonces la 
capacidad de contralor de la JUNASA se diluye, o nada requiere garantías y la defensa de las instituciones 
prestadoras de servicio también se diluye. 


La solución que se creyó conveniente puede ser esta. No estamos casados con una solución. Reitero que si 
alguien tiene un texto mejor, sería bueno que nuestros invitados lo tuvieran antes para comparar. Nos vamos a 
tener que definir por un texto que aborde este problema. 


SEÑOR ABDALA.- Independientemente de presentar un sustitutivo, me parece que la base de trabajo 
es este texto. Una de las dudas centrales es la que acaba de señalar el señor Diputado Mujica, y se 
condensa en el inciso tercero. 


Las situaciones que no son incumplimientos graves y, por lo tanto, no son suspensiones definitivas, ¿es 
razonable que también estén condicionadas a un acto firme o es excesivo? Esta pregunta se la quiero hacer a 
la JUNASA, antes que a los particulares, por la propia marcha del Sistema Nacional Integrado de Salud. Se 
me dirá que por algo lo propusieron así, pero a mí me genera enormes dudas. ¿Por qué una suspensión 
temporal, que es una sanción por un incumplimiento importante, hay que someterlo al fallo de un Tribunal 
que puede demorar años? Capaz que hay alguna razón. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es lo que está vigente hoy. 
SEÑOR ABDALA.- Está bien, pero como tenemos que legislar, es bueno que nos lo preguntemos. 


SEÑOR MUJICA.- Hoy en día todas las sanciones se someten al Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo. Puede ser que aumente la potestad de control de la JUNASA si todas las sanciones 
dejan de pasar por este Tribunal. Como había una inquietud por parte de los prestadores respecto a la 
posibilidad de recurrir en algunas sanciones que los puede afectar muchísimo, este era el punto de 
acuerdo entre los prestadores y la JUNASA al que se refirieron cuando nos presentaron el artículo. El 
punto de transacción era dejar las faltas graves, que corran por el mecanismo actual, y las otras, las 
leves, darles un mecanismo más ágil. 


SEÑOR ASTI.- Acá hay un difícil equilibrio. Se necesita que las instituciones prestadoras de salud 
puedan actuar. Si la autoridad reguladora tiene la obligación de aplicar una sanción grave y esta puede 
quedar firme, eso podría significar -como se había adelantado en base a la gran participación que 
tienen los ingresos de esas instituciones en el FONASA- que esa institución dejara de existir en pocos 
días. Si la JUNASA tiene esa facultad y ve que es un hecho grave, lo tendría que ejercer 
irremediablemente. Entonces, podrían causarse perjuicios muy serios. Está en juego el equilibrio entre 
la defensa del usuario en un acto concreto y la continuidad de la prestación del servicio de salud. 


Es bueno que esto lo expliciten nuevamente -aunque creo que estuvo bien explicitado- las autoridades de la 
Junta Nacional de Salud. Eso es lo que está planteado en los contratos y es un justo equilibrio. Una cosa son 
las sanciones leves que pueden tener carácter disuasorio para evitar que se cometan, sabiendo que se pueden 
aplicar directamente y, otra son aquellas sanciones graves que tienen la garantía del debido proceso, inclusive 
la intervención de un cuasi poder independiente, como el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


SEÑOR BERNINI.- En la medida en que fuimos avanzado en el intercambio, contextualizamos qué 
nos pasó en el momento en que tomamos la decisión. Recordé los protagonistas de aquel momento. En 
el medio del debate de la segunda reforma -como decíamos nosotros-, en la Cámara nos juntábamos de 
a grupos para ver cuál era la mejor salida y consensuamos retirarlo del proyecto texto, votarlo de esa 


manera y comprometernos a venir a la Comisión. Por eso, en el mismo acto se presentó esta iniciativa 
firmada por los compañeros Asti y Mujica, en el entendido de que habíamos conformado un acuerdo 
político para no votarlo en el momento. 


Creo que no podemos tratar este tema en forma sumaria. Es más: recuerdo que la JUNASA decía que debía 
tener herramientas para poder controlar el sistema y que si no tenía determinadas flexibilidades razonables 
era muy difícil que pudiera llevar adelante la aplicación de los criterios en función de las metas, de los 
contratos firmados, etcétera. 


Mi propuesta es que convoquemos a la representación de las IAMC -que me consta tienen una o dos 
gremiales- y a las autoridades de la JUNASA, el mismo día, con una diferencia de una hora entre una y otra. 
De esa forma, contaremos con todos los elementos necesarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Informo que el próximo miércoles concurre a la Comisión el señor Ministro 
de Ganadería, Agricultura y Pesca y luego la Asociación Nacional de Productores de Leche. A estas 
delegaciones que mencionó el señor Diputado Bernini se las podría citar para el miércoles 24. 


(¡Apoyado!) 


———No habiendo más asuntos a tratar, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


